SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°039
RADICACIÓN:   660013109002201800007-01

ACCIONANTE:       AMPARO OCAMPO OCAMPO
CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 03 de abril de 2018

Proceso:


Acción de Tutela –Petición – Copia de resolución - Concede - Confirma
Radicación Nro. :

660013109002201800007-01
Accionante: 

AMPARO OCAMPO OCAMPO
Accionado:

FIDUPREVISORA S.A. y  donde fueron vinculadas la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda y la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira.-

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


PETICIÓN / COPIA DE RESOLUCIÓN / CONCEDE / CONFIRMA - Véase que el documento requerido por la accionante no es uno cualquiera, sin mayor interés y del que pudiera pensarse que no existe copia, pues como se aprecia fue una resolución por la cual se procedió al reconocimiento de su pensión y por ende del mismo debe existir la copia correspondiente.

De la información suministrada en el presente asunto, lo que se advierte es que al parecer la referida resolución fue emitida en un principio por parte de la Secretaría de Educación del Departamento, si tenemos en cuenta que fue en esa anualidad cuando la misma se expidió y se le concedió dicha prestación, la que necesariamente debió remitirse para su aprobación ante el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, cuyo vocero y administrador es la FIDUPREVISORA, para que procediera a la respectiva inclusión en nómina.

Necesariamente el referido documento entonces debió ser conocido por esas dos dependencias inicialmente, aunque a partir de noviembre 8 de 2002, con ocasión del proceso de certificación de la educación, los docentes del municipio de Pereira que anteriormente hacían parte de la planta de personal del departamento de Risaralda, pasaron a integrarse como personal docente de dicha municipalidad, lo que conllevó a que las respectivas historias laborales, entre ellas la de la señora AOO, fuera remitida a esa entidad, como así se comunicó por parte de dichos entes territoriales. 
(…)

Precisamente, por el hecho de que entre las accionadas se trasladen la responsabilidad pertinente, necesario se hacía que la orden constitucional fuera dispuesta para la FIDUPREVISORA y las Secretarías de Educación de Risaralda y Municipio de Pereira, por cuanto al no querer una sola de ellas asumir su compromiso para atender esa reclamación, las mismas de manera mancomunada y al haber tenido alguna participación en la conservación del referido documento, debían ser compelidas por vía de tutela para que respondan lo pedido por la señora AOO.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, tres (03) de abril de dos mil dieciocho (2018)
                                                                 Acta de Aprobación No 294
                                                 Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, contra la sentencia proferida por la titular del Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada mediante apoderada judicial por la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO, en contra de la FIDUPREVISORA S.A. y  donde fueron vinculadas dicha entidad territorial y la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira.
2.- DEMANDA 

Expresa la abogada de la señora OCAMPO OCAMPO, que desde diciembre 14 de 2017 elevó solicitud a la FIDUPREVISORA para que se le expidiera copia de la resolución 1095 de 2002, mediante la cual le reconocieron a la accionante la pensión de jubilación, sin que a la fecha se le hubiera dado respuesta a la misma.

Pide se proteja el derecho de petición y se le ordene a la FIDUPREVISORA que resuelva de fondo la referida solicitud.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la FIDUPREVISORA S.A. y ordenó posteriormente vincular de manera oficiosa a las Secretarías de Educación del Departamento de Risaralda y del Municipio de Pereira, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -en adelante FOMAG- luego de hacer alusión a la naturaleza jurídica de dicha entidad, indicó que una vez fueron enterados de esta tutela, se procedió a dar traslado de la petición elevada por la actora a la Secretaría de Educación de Risaralda, toda vez que dentro de sus funciones no está la de expedir actos administrativos y si bien no se dio respuesta de fondo a la solicitud elevada, se cumplió con lo exigido en el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, esto es, remitir la solicitud al competente para que atienda lo reclamado. Pide se abstengan de proferir fallo en contra de dicho Fondo y se desvincule a la FIDUPREVISORA como vocera y administradora del FOMAG de la presente tutela.

- Por parte de profesionales Universitarios de la Dirección Administrativa y del Talento Humano de la Gobernación de Risaralda, se señaló que  el trámite pertinente le corresponde a la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira, por cuanto mediante oficio 000402-27134 de noviembre 28 de 2017 la Secretaria de Educación Departamental, por intermedio de la dependencia de Talento Humano remitió la reclamación administrativa a la entidad territorial municipal de Pereira, por cuanto allí reposa el historial laboral de la docente, tanto el administrativo como el laboral debido al proceso de certificación del municipio en materia educativa.  Estima que dicha Secretaría no ha vulnerado derecho fundamental alguno y por ende pide que no se acceda a las pretensiones de la tutela y se les exonere de responsabilidad.

- El Secretario de Educación del Municipio de Pereira, expresa que la accionante indica que radicó la petición ante la FIDUPREVISORA y esta a su vez que dio traslado del mismo a su homólogo del Departamento de Risaralda, más no a la municipal; no obstante la Secretaría a su cargo respondió lo solicitado por la accionante mediante oficio de diciembre 12 de 2017 donde se le dio respuesta en lo atinente a la expedición de copias.  Considera que no se ha vulnerado derechos fundamentales y por ende pide se desvincule a esa Secretaría de la acción constitucional.
3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de febrero 12 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental de petición de la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO y le ordenó a la Fiduciaria la Previsora S.A., y a las Secretarías de Educación del Departamento de Risaralda y Municipio de Pereira, que de manera conjunta y dentro de las 48 horas siguientes, resuelvan de fondo el reclamo elevado por la accionante en diciembre 15 de 2017, para lo cual deberán revisar detenidamente en sus archivos si reposa el documento requerido por la misma, lo que deberán acreditar al juzgado en un lapso de 10 días.

4.- IMPUGNACIÓN

- La Dirección Administrativa y del Talento Humano de la Gobernación de Risaralda se mostró inconforme con la decisión adoptada y reiteró lo expresado al momento de dar respuesta a la acción constitucional, al considerar que tanto la actuación administrativa y atención al derecho de petición la Secretaría de Educación de Risaralda carece de competencia y por ende no se ha vulnerado derecho fundamental alguno, dado que el encargado de atender el reclamo sería la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira.  Reitera que no se accedan a las pretensiones de la accionante y se les exonere de responsabilidad, máxime que la accionante hace parte integral de la planta de personal docente del Municipio de Pereira, según registro de información de dicha entidad territorial.

- El Vicepresidente del FOMAG, reitera los planteamientos esgrimidos al instante de contestar la acción, toda vez que luego de conocer de este trámite, dio traslado de la petición de la actora a la Secretaría de Educación de Risaralda por tener la competencia para dar respuesta a la misma. Pide se declare que la FIDUPREVISORA como vocera del FOMAG dio cumplimiento al fallo de tutela y se archiven las diligencias.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO concurre ante el juez constitucional por medio de apoderada judicial, con el fin de lograr la protección del derecho de petición que considera vulnerado por la FIDUPREVISORA como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada en diciembre 14 de 2017, por medio de la cual pide se le haga entrega de copia de la resolución 1095 de 2002 por medio de la cual se le reconoció la pensión de jubilación.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 
Frente a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.[…]”
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se advierte que le asistía razón a la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO al instaurar la tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición desde diciembre 14 de 2017, por medio de apoderada, hasta el momento de interposición de la acción -enero 30 de 2018- no se la había dado respuesta de fondo, y a la fecha aun la misma no le ha sido resuelta, pese a haber transcurrido algo más de tres meses desde su inicial petición.

De la situación planteada en sede de tutela lo que se observa claro es que entre las entidades vinculadas, esto es, la FIDUPREVISORA, y las Secretarías de Educación de Risaralda y de Pereira, lo único que han hecho es trasladarse entre ellas la obligación de dar respuesta a lo pedido por la señora OCAMPO OCAMPO, sin que ninguna de las tres asuma la responsabilidad concreta frente a la entrega del documento que exige por esta vía.

Mírese que inicialmente la FIDUPREVISORA refirió que al conocer la acción de tutela remitió la petición elevada por la actora a la Secretaría de Educación del Risaralda, misma que indicó que desde noviembre 28 de 2017 había remitido la reclamación administrativa a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y a su vez esta última nuevamente traslada tal responsabilidad al Departamento. 

Como quiera que por parte de la FIDUPREVISORA se indicó que de la referida petición se le dio traslado a la Secretaría de Educación de Risaralda, lo cual ocurrió en febrero 2 de 2018, lo informado por esta última entidad podría dar lugar a dos interpretaciones: (i) que dicha dependencia departamental tenía conocimiento con antelación de lo solicitado por la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO, y (ii) que pudiera tratarse de un asunto administrativo totalmente diferente al que se acudió por vía constitucional. Pero aun así, fuere lo uno o lo otro, lo único que surge diáfano es que a la hora de ahora lo que fue materia de protección constitucional a favor de la accionante sigue en la indefinición, sin observarse justificación alguna para que no se le haya hecho entrega de la resolución 1095 de 2002, con la cual se le concedió a la misma su pensión.

Véase que el documento requerido por la accionante no es uno cualquiera, sin mayor interés y del que pudiera pensarse que no existe copia, pues como se aprecia fue una resolución por la cual se procedió al reconocimiento de su pensión y por ende del mismo debe existir la copia correspondiente.

De la información suministrada en el presente asunto, lo que se advierte es que al parecer la referida resolución fue emitida en un principio por parte de la Secretaría de Educación del Departamento, si tenemos en cuenta que fue en esa anualidad cuando la misma se expidió y se le concedió dicha prestación, la que necesariamente debió remitirse para su aprobación ante el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, cuyo vocero y administrador es la FIDUPREVISORA, para que procediera a la respectiva inclusión en nómina.

Necesariamente el referido documento entonces debió ser conocido por esas dos dependencias inicialmente, aunque a partir de noviembre 8 de 2002, con ocasión del proceso de certificación de la educación, los docentes del municipio de Pereira que anteriormente hacían parte de la planta de personal del departamento de Risaralda, pasaron a integrarse como personal docente de dicha municipalidad, lo que conllevó a que las respectivas historias laborales, entre ellas la de la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO, fuera remitida a esa entidad, como así se comunicó por parte de dichos entes territoriales.

Se podría pensar entonces que con la remisión de la carpeta por parte de la Secretaría de Educación Departamental a la del municipio de Pereira, fuera en esta última dependencia donde repose esa resolución, pero desafortunadamente de ello nada se dijo en la respuesta entregada en sede de tutela por el Secretario de Educación de Pereira, aunque en el oficio por medio del cual le comunicaron lo pertinente a la apoderada de la señora OCAMPO OCAMPO, se le informó que: “si bien la historia laboral […] reposa en esta entidad territorial, no así su expediente prestacional (antecedente de cesantías parciales y pensión de jubilación, a la fecha únicamente en esta Entidad Territorial se encuentra los documentos relacionados con las cesantías definitivas radicadas en el año 2016”. De tal respuesta, pude deducirse que no le fue entregada a esa Secretaría la totalidad de la documentación de la docente, en especial lo relativo a su expediente prestacional, pero aun así tampoco se evidencia diligencia alguna para obtenerlo con miras a responder la petición de la actora.
Para la Sala por tanto, no existe justificación alguna para que las entidades accionadas hayan omitido adelantar con la diligencia necesaria, la búsqueda del documento que pide la accionante, el cual, dada su capital importancia por cuanto con el mismo se le reconoció la pensión a la señora AMPARO OCAMPO OCAMPO, debe reposar en alguna de las dependencias mencionadas, sin que a la fecha ninguna se haya apersonado, como debe ser, de dar respuesta pronta y oportuna a lo solicitado.

Precisamente, por el hecho de que entre las accionadas se trasladen la responsabilidad pertinente, necesario se hacía que la orden constitucional fuera dispuesta para la FIDUPREVISORA y las Secretarías de Educación de Risaralda y Municipio de Pereira, por cuanto al no querer una sola de ellas asumir su compromiso para atender esa reclamación, las mismas de manera mancomunada y al haber tenido alguna participación en la conservación del referido documento, debían ser compelidas por vía de tutela para que respondan lo pedido por la señora OCAMPO OCAMPO.

A la fecha no existe claridad sobre cuál de las tres entidades en concreto es la que debe atender la petición, máxime que las respuestas entregadas no dilucidaban de fondo lo reclamado. Pero lo que sí es evidente es que estas de manera coordinada deben efectuar una búsqueda exhaustiva en sus respectivos archivos que les permita encontrar la resolución requerida por la accionante, para de esa manera atender la petición por ella elevada.
En ese orden de ideas, y como quiera que la decisión adoptada por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, la Sala procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.
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